PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que en el marco de las medidas anuncias por el Gobierno Nacional de suspender por 180 días las exportaciones de carnes y de aumentar en un 10 % las retenciones a las ventas externas de carnes con hueso y termoprocesadas y para evitar el incremento de los precios en el mercado interno, garantice a los trabajadores de las empresas frigoríficas lo siguiente:

a) La continuidad de la fuente laboral.
b) El pago de los salarios en el marco del art. 18 CAPITULO VIII del Convenio Colectivo Nº 56/75 referido a la garantía horaria que obliga a las empresas a abonar a sus trabajadores el equivalente a 70 horas por quincena. 
Sr. Presidente: 




Las medidas anunciadas el pasado jueves 9 de marzo por la Ministra de Economía, Felisa Micelli, de suspender las exportaciones de carnes por 180 días y, a la vez, aumentar las retenciones a las ventas externas de carnes con hueso y termoprocesadas en un 10 %, causan gran preocupación a todos los actores afectados por este problema en la provincia tomando como punto de partida que las exportaciones de Santa Fe representan el 50% del total del país. 




Como legisladores santafesinos no permanecemos ajenos a esta preocupación. Pero lo que más alarma nos causa es cuál será el destino de los trabajadores de la industria cárnica, su continuidad laboral y la garantía de cobro de sus salarios. Para garantizar esto último es que proponemos como iniciativa que los fondos surjan de las retenciones que el Gobierno Nacional les cobra a los productores. 



Según se pudo constatar los trabajadores comprendidos en todo el país por esta medida serían aproximadamente 10.000; sólo en el aglomerado Rosario perjudicaría a 2.500 y a otro tanto en el resto de la provincia, afectando por lo tanto, a más de 4.000 trabajadores. Asimismo la faena en los frigoríficos dedicados exclusivamente a la exportación podría llegar a detenerse totalmente.
                  

En este marco es urgente y necesario que transmitamos al Ejecutivo Nacional que la fortaleza de un gobierno democrático - tanto por su compromiso con la preservación de una esfera de libertad individual como por tratarse en esencia de un régimen de poderes limitados-  reside no sólo en superar una situación de crisis, sino hacerlo sin una absoluta derogación de los derechos de los trabajadores. No puede darse una solución a los consumidores en desmedro del salario de los trabajadores.

 


Creemos que la medida de emergencia  adoptada por el Ejecutivo Nacional carecería de legitimidad si automáticamente dictada produce la suspensión en el goce del salario de los trabajadores de la industria de la carne y que -al limitarse en forma sustancial derechos y garantías constitucionales- la interpretación restrictiva de los poderes y del “derecho de la emergencia”, debiera ser más cuidadosa que en ninguna otra circunstancia y/o condición, al tratarse del derecho de propiedad de los trabajadores.
                           
La razonabilidad que se exige en toda declaración de emergencia desborda toda vez que se destruyan derechos de base constitucional que nuestro sistema constitucional reconoce a todas las personas y que ningún poder constituido puede en forma ilegítima cercenar.

                            
El crédito laboral posee protección constitucional (art. 14 C. N. y art. 20 de la Constitución de Santa Fe) y su carácter alimentario no encuentra controversia alguna.  Por otro lado nuestro país acaba de ratificar el convenio Nro. 173 de la OIT sobre la protección de créditos laborales en caso de insolvencia del empleador (ley 24.285) lo que revela el espíritu de mantener el orden público laboral protectorio. Asimismo, la Constitución de 1994 reafirma la protección de los débiles, de allí que los trabajadores sean los primeros protegidos por las normas tuitivas de nuestra Carta Magna. 

